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JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI- VALLE DEL CAUCA 

 

Ref. Proceso ordinario laboral de primera instancia. GILBERTO SEPULVEDA 

CÁRDENAS vs. EMPRESAS MUNICIPALES DE CALI EMCALI E.I.C.E. E.S.P. Rad. 2021-

00438-00. 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 1767 

 

           Santiago de Cali, Veintitrés (23) de junio de dos mil veintidós (2022) 

 

Correspondió por reparto conocer la demanda de la referencia y en su estudio 

se observa que: 

 

El señor Gilberto Sepúlveda Cárdenas instaura proceso ordinario laboral de 

primera instancia a través de apoderado contra Empresas Municipales de Cali 

Emcali E.I.C.E. E.S.P., en procura de obtener su reintegro al cargo igual o de 

mejores condiciones conforme lo establecido en la convención colectiva 

suscrita entre Emcali y Sintraemcali desde el 13 de julio de 2017 y hasta cuando 

se encuentre vigente los acuerdo convencionales, incluyendo entre otras 

prestaciones legales convencionales, primas legales y extralegales, cesantías, 

etc.   

 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

Con el fin de decidir si se admite o no la demanda en cuestión, es necesario 

proceder al estudio previo del tema de la competencia debiendo precisar este 

Despacho si la Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades Laboral y de 

Seguridad Social, es competente para conocer de la presente demanda, de 

conformidad con las normas vigentes y las pretensiones establecidas en el 

contenido de aquellas. 

 

Ahora al respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 

Justicia en sentencia SL 15.079-2014 (Radicación No. 45.824 ) trayendo a 

colación la sentencia CSJ SL- 27 feb. 2002, rad. 17.729, precisó los aspectos 

puntuales en los que se puede definir si un servidor público cuenta con el 

carácter de trabajador oficial: 

 

“En efecto, para establecer el carácter de trabajador oficial, la ley, como bien 

lo advierte el Tribunal, ha utilizado tradicionalmente en términos generales, 

aunque con algunas excepciones que no es el caso tratar aquí, dos criterios: el 



 

orgánico, consistente en definir como trabajadores oficiales a quienes presten 

sus servicios en las empresas industriales y comerciales del estado de cualquier 

nivel y sin que importe las funciones asignadas al respectivo organismo, salvo 

aquellos que desempeñen labores de dirección y confianza, y así se señala en 

los estatutos, y el funcional que otorga esa condición a quienes en los 

establecimientos públicos, superintendencias, ministerios o departamentos 

administrativos y sus equivalentes en el ámbito territorial o distrital ejecutan 

labores relacionadas con la construcción y sostenimiento de obras públicas; 

actividades que obviamente se predican de la persona natural que 

desempeña el cargo y no de las funciones asignadas a la entidad donde 

presta los servicios como lo sostiene la censura. 

 

La normativa nacional jamás ha establecido que la calidad de trabajador 

oficial en los establecimientos públicos pueda derivarse del objeto social de 

dichos organismos, pues lo que ha estipulado, es que en éstos sólo tendrán la 

mentada calidad aquellos que ejerzan labores de construcción y sostenimiento 

de obras públicas, o sea, que resulta necesario establecer cuáles son las 

labores concretas que ejecuta quien pretenda beneficiarse de esa condición, 

con abstracción total de las funciones que se le hayan fijado al ente 

empleador. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, corresponde a la parte interesada probar que 

las funciones estaban relacionadas con las actividades de construcción y 

sostenimiento de obras públicas, esto es, la discusión se torna en una cuestión 

eminentemente fáctica y no de derecho, y por lo mismo, en cada caso debe 

ser probada procesalmente. 

 

Dicho de otra manera, por regla general, las ocupaciones de cocina, limpieza, 

aseo y celaduría, por sí mismas no determinan la naturaleza jurídica del vínculo 

laboral, pues su cargo solamente podrá ser catalogado como de trabajador 

oficial en cuanto esté relacionado con la construcción, conservación o 

sostenimiento de una obra pública, tal y como lo ha sostenido la Sala, desde la 

sentencia CSJ SL- 27 feb. 2002, rad. 17729 cuando al efecto dijo: 

 

Al respecto cabe precisar que para ser establecida la calidad de trabajador 

oficial, ha sostenido la jurisprudencia, debe acreditarse en el juicio que las 

funciones desempeñadas en el caso específico, tienen relación con las 

actividades de construcción y sostenimiento de obras públicas, pues no toda 

labor de servicios generales o de mantenimiento que se realice sobre un bien 

de una entidad pública o afectado a un servicio público como aseo de 

instalaciones, reparaciones, albañilería, pintura, etc., determina por ese solo 

hecho la naturaleza jurídica del vínculo laboral. 

 

“Así se expresó la Sala en sentencia de 4 de abril de 2001, Rad. 15143: 

 

“...para establecer si un servidor público ha de ser considerado con la 

excepcional calidad de trabajador oficial y, por ende, vinculado mediante 

contrato de trabajo, debe aparecer fehacientemente acreditado si los 

servicios prestados se llevaron a cabo en actividades relativas a la construcción 

y sostenimiento de una obra pública, la cual debe analizarse con referencia a 

cada caso particular y concreto en que se discuta la incidencia del mismo. 

“Así las cosas, como no es cualquier actividad la que otorga la condición de 

trabajador y, mucho menos, la que se ejecuta en una entidad o dependencia 

oficial, independientemente de su finalidad, sino aquella que se lleve a cabo 

en una obra pública, es por lo que se hace necesario demostrar, para cada 

caso concreto, no sólo la naturaleza de la labor desplegada sino, además, el 



 

carácter de obra pública respecto de la cual se realizaron las labores 

relacionadas con su construcción y mantenimiento; recordando que para tal 

efecto, la Corte ha aceptado como criterio orientador con tal fin, lo previsto 

por el artículo 81 del decreto 22 de 1983, así tal precepto se encuentre 

derogado”.” (Subrayas fuera del texto) 

 

Es de anotar que el artículo 81 del decreto 22 de 1983 que efectivamente se 

encuentra derogado, preveía los contratos de obras públicas como “los que se 

celebren para la construcción, montaje, instalación, mejoras, adiciones, 

conservación, mantenimiento y restauración de bienes inmuebles de carácter 

público o directamente destinados a un servicio público”. 

 

A la luz de luz anteriores preceptos, la catalogación de un trabajador oficial 

depende de la demostración irrefutable del desempeño de labores de 

construcción, conservación o sostenimiento de una obra pública, entendida a 

su vez ésta como la construcción, montaje, instalación, mejoras, adiciones, 

conservación, mantenimiento y restauración de bienes inmuebles de carácter 

público o directamente destinados a un servicio público; siendo en el caso 

propio de las ESE aquellas labores desempeñadas en cargos no directivos 

destinadas al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios 

generales de la institución.  

 

Así, cumplidos por parte del demandante los requisitos normativos y 

jurisprudenciales para reconocerle la calidad de empleado público en el 

cargo desempeñado en  las Empresas Municipales de Emcali E.I.C.E. E.S.P. de 

acuerdo a los anexos llegados obrantes a folios 1, 2, 3, y del 13 al 17, en el cual 

se hace referencia a su nombramiento, posesión, certificación y reclamación 

administrativa respectivamente, y que en atención al numeral 4 del artículo 104 

de la ley 1437 de 2011 (CPACA) la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

puede conocer únicamente de los asuntos relativos a la relación legal y 

reglamentaria “entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de 

los mismos”, calidad que enrostra la aquí reclamante; encuentra esta 

operadora judicial no es competente para conocer del presente trámite, 

emergiendo la insoslayable necesidad de remitir las actuaciones a dichos 

funcionarios por razones de jurisdicción tal como lo tiene determinado la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala laboral. 

 

Por lo expuesto se  

 

DISPONE: 

 

PRIMERO: RECHAZAR DE PLANO por falta de jurisdicción y competencia la 

presente demanda propuesta por el señor GILBERTO SEPULVEDA CÁRDENAS en 

contra de EMPRESAS MUNICIPALES DE CALI EMCALI E.I.C.E. E.S.P., por los motivos 

expuestos en este proveído. 

 

SEGUNDO: ORDENAR el envío junto con los anexos al Juzgado Contencioso 

Administrativo (REPARTO), a fin de que se proceda de conformidad. 

TERCERO: CANCELAR la radicación del presente proceso. REGISTRAR su egreso 

en el Sistema de Información Estadística de la Rama Judicial. 

  

CUARTO: PUBLIQUESE la presente decisión a través de los Estados Electrónicos 

en el portal Web de la Rama Judicial, de conformidad con lo dispuesto por el 

Consejo Superior de la Judicatura mediante acuerdos, y más recientemente en 

el PCSJA20-11567 de junio 05 de 2020. 
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